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DELEGADOS 
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INVITADOS: — Por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero Tabaré Aguerre, Ministro; 
doctor Alberto Castelar, Director General de Secretaría; y doctor Horacio Servetti, 
Director de Servicios Jurídicos. 


Por la Asociación de Licenciados en Geología del Uruguay, licenciados Alejandra 
Martínez, Presidenta; Miguel Curbelo, Vicepresidente; Luis Bergalli, Secretario; y Rafael 
Ogando, Vocal. 


(Ingresan a Sala autoridades del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto recibir en el seno de la Comisión de Industria, Energía y Minería 
al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre, al doctor 
Alberto Castelar, Director General y al doctor Horacio Servetti, Director de Servicios Jurídicos. 


El motivo de la invitación a esta Comisión es que en el día de hoy empezamos con el estudio de la reforma 
del Código de Minería de 1982 para "aggiornarlo", hacerlo más moderno y equilibrado y, sobre todo, a fin de 
proyectar la industria minera hacia adelante. 


En el marco de una serie de invitaciones a esta Comisión para escuchar aportes sobre el Código de Minería, 
recién recibimos a autoridades del Ministerio de Industria, Energía y Minería porque es la entidad madre en 
esta temática. Estuvimos repasando cada uno de los artículos propuestos por el Poder Ejecutivo que tienen 


alguna modificación. Además, tenemos una serie de entrevistas agendadas con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y, también, con la Asociación Rural, con la Cámara Minera y el 
Congreso de Intendentes. Así lo ha decidido la Comisión porque el tema de minería tiene sensibilidades 
vinculadas sobre todo a aspectos productivos y, más allá de los proyectos de ley que hoy están en discusión 
hay algunas iniciativas que se proponen al Uruguay que van en la misma línea, nos parece importante 
conocer vuestra opinión y alguna sugerencia de esta Cartera en cuanto a la posible afectación por parte de las 
actividades productivas, ganaderas, lecheras, forestales o agrícolas que puedan tener un desarrollo minero o, 
eventualmente, conocer acerca de los permisos o títulos de explotación minera. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Buenas tardes, señor Presidente 
y señores legisladores. Hoy me acompañan el doctor Alberto Castelar, Director de la Unidad Ejecutora 
01 de la Dirección General y el doctor Horacio Servetti de los Servicios Jurídicos del Ministerio. 


Comparecemos hoy por vuestra invitación. Este es un tema que obviamente compete al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería pero como bien se dice, hay un área donde existen intereses colindantes en 
virtud de que la minería se realiza sobre determinadas partes del territorio nacional que normalmente tienen 
un destino agrícola o ganadero. 


En realidad, es una generalidad muy simple y muy obvia, pero también muy importante: Uruguay basa su 
economía en la utilización de sus recursos naturales. El crecimiento esperemos confirmarlo en un desarrollo 
económico del país nos está llevando rápidamente a una utilización más intensa y más exigente de los 
recursos naturales y, también, nos lleva a la competencia por la gestión y por el uso de los recursos naturales 
así como por el territorio. 


La minería es un buen ejemplo. Este ha sido un año en el cual el proyecto de Aratirí este es un tema que los 
señores legisladores conocen seguramente mejor que nosotros ha estado en el ambiente y generó expectativa 
por el lado de la producción y preocupación en algunos grupos de productores que se sienten o se consideran 
afectados a este respecto. 


En los últimos meses hemos estado tratando de encontrar algunos indicadores y de interiorizarnos de esa 
situación. En ese sentido, hemos puesto los servicios del Ministerio a relevar los productores que están en las 
áreas geográficas denunciadas en este proyecto; se ha identificado a los productores, la cantidad de estos, se 
cruzó la información con el Sistema Nacional de Información Ganadera que es un sistema de 
georreferenciación con las declaraciones juradas de DICOSE y se tiene una idea de cuál es el valor 
económico de las actividades desarrolladas en esa región. Además, estamos intentando ajustar algunos 
modelos económicos que nos permitan medir los posibles impactos. 


Fuera de ello, y con respecto a la actividad minera, no nos corresponde opinar aunque sí nos parece 
importante dar nuestro punto de vista. Hemos analizado el comparativo que nos han enviado, donde se 
muestra el Código de Minería del año 1982, y el comparativo de lo que se propone modificar. En ninguna de 
las propuestas hay aspectos que modifiquen la relación del minero con el propietario de la tierra, suponiendo 
que sea un ganadero o un agricultor, salvo uno de los artículos donde se trata de proponer una mejora de la 
información en la presentación previa al proyecto. Esa mejora de la información permitiría hacer una mejor 
evaluación de los posibles daños o efectos. Creo que eso es un avance y nos parece lógico que la mejor 
información desde el planteo inicial del proyecto no solo permite a la Administración evaluar mejor el 
proyecto desde el punto de vista de la minería, sino también puede permitir al resto de la Administración 
evaluar eventuales daños que haya en otros procesos productivos. 


En relación a vuestra pregunta con relación a nuestra opinión con respecto a la competencia por los recursos 
entre la actividad minera y la agrícola o agropecuaria, en realidad no está propuesto ningún cambio en el 
artículo 28 del Código de Minería, que es el que establece los derechos que tiene el propietario a exigir una 
expropiación o una indemnización en la medida en que se llegue a la conclusión de que no pueden continuar 
las dos actividades simultáneamente. Además de señalar la importancia de que estén contemplados los 
derechos del agricultor o del ganadero que se viera afectado, tal como reza en el artículo 28, no tenemos 
opiniones para aportar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la Comisión estamos tomando como base la propuesta de modificación 
que hizo el Poder Ejecutivo. Esa es la base de discusión. Esto no quiere decir que sea ese el texto 


completo que termine siendo aprobado por la Comisión y por la Cámara. 


Hoy en la discusión con el Ministerio de Industria, Energía y Minería surgieron otros aspectos que no estaban 
en los artículos propuestos, que estuvieron arriba de la mesa para tratar de aprovechar la oportunidad de 
mejorar y modernizar el Código, haciendo una legislación en prospectiva en lo que tiene que ver con el 
desarrollo de la actividad minera del país. 


En la comparecencia de hoy del señor Ministro de Industria, Energía y Minería en la Comisión, hablábamos 
de los artículos 28, 29 y 65 del Código de Minería, que tienen que ver con las posibilidades de 
compensaciones y eventuales perjuicios a los responsables de explotaciones en la superficie. Esa es la 
temática de los artículos 28 y 29. 


El artículo 65 establece una restricción que hoy decíamos que se hizo con la lógica del año 1982 que fue la 
fecha de elaboración de este Código, cuando la lechería estaba situada en el centro-sur del país, la agricultura 
estaba, sobre todo, en la parte litoral, y la forestación era un tema muy incipiente. El artículo 65 dice: "Las 
labores mineras no podrán practicarse en terrenos cultivados, a una distancia menor a [...]" y eventualmente, 
se podrá pedir a la Dirección Nacional de Minería y Geología "una autorización especial a ese fin, 
prescribiendo las medidas de seguridad que correspondan". ¿Por qué le pregunto esto? Porque capaz que la 
reforma que vamos a hacer del Código, de estos artículos y, eventualmente de otros, nos permite incorporar 
una visión más genérica del tema que quizás ustedes puedan ver como conveniente, adaptándola a la realidad 
de hoy y, sobre todo, de mañana o de pasado mañana. Más allá de los artículos propuestos, queríamos dejar 
planteado que esta puede ser una linda oportunidad para tratar de limar algunas aristas conflictivas o de 
sensibilidades que a veces puede generar el desarrollo minero. 


SEÑOR SERVETTI.- Tal vez sea una buena oportunidad para considerar este artículo que, 
obviamente, atañe a la competencia del Ministerio, porque está involucrando al tenedor de la tierra. 
Tal vez los señores Diputados tenían la expectativa de que nosotros contáramos con alguna experiencia 
en este tema, pero no es común que la tengamos porque no se nos han planteado casos. 


Entonces, lo bueno sería decir que tenemos estas problemáticas se nos ha dado tal y cual caso y que es la 
oportunidad para solucionarlas. Es posible que también sea una posibilidad para rever, hacer un relevamiento 
y considerar si podemos aportar en estos artículos concretos. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Cuando hablamos de 
explotaciones mineras que se realizan en predios en los que se desarrolla ganadería por ejemplo, y 
observamos los niveles de rentabilidad sobre capital de la producción ganadera la rentabilidad sobre el 
capital invertido es muy baja en el negocio de un ganadero, notamos que hay un negocio que es la 
producción y que hay otra parte que tiene que ver con una lenta pero paulatina valorización del 
recurso tierra. 


En los números de cualquier negocio ganadero, la valorización de la tierra que a veces a corto plazo no es 
realizable, constituye un elemento a considerar. 


Cuando en una región ganadera se van a llevar adelante acciones de minería que pueden no comprometer el 
cien por cien del territorio pero sí una parte importante- se podría estar afectando el proceso de valorización 
de esa micro región. 


Los criterios de valorización de daños o pérdidas que va a sufrir el productor ganadero, propietario de la 
tierra, en la que se realizará la explotación minera, deben tener adecuada consideración. Entonces, ¿cómo se 
define cuando un predio deja de ser ganadero? ¿Cuándo se explotó el 5% de la superficie? ¿El 10% o el 50% 
de la superficie? Este tipo de aspectos son los que sugiero que se deberían preguntar, teniendo en cuenta si el 
artículo 28 que no se propone modificar prevé todas las casuísticas que se pueden dar en una situación 
diferente? Por ejemplo, estamos en una situación con minería para metales que se llevará adelante con 
tecnología diferente a la utilizada tradicionalmente, con movimientos de tierra importantes. Habrá que ver 
desde el punto de vista ambiental qué aspectos son comprometidos para incidir en ese proceso de valoración 
del activo, es decir, del recurso tierra. 


Me parece que esta es una de las cosas a considerar en la lógica de aprovechar la oportunidad de adecuar el 
Código a una nueva realidad. Desconozco el punto de vista jurídico; parecería ser que en el artículo 28 se 
contemplan todas las posibilidades. Sugiero que este sea el punto para que el proceso se pueda dar con 
equilibrio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podemos aprovechar la visita del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca para sugerir la posibilidad de avanzar en el estudio de algunas modificaciones. Me referí a tres 
artículos porque tienen mucho que ver con la explotación superficial; concretamente, los artículos 28, 
29 y 65. Pueden haber algunos otros pero, tal vez, sería bueno que mientras dure este proceso de 
discusión en el Parlamento, el Ministerio pudiera generar alguna modificación a efectos de adecuar el 
Código a la actual y futura realidad productiva. 


También está previsto hacer consultas sobre normas medioambientales porque ha sido invitado el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Con respecto a lo productivo, nos pareció una 
buena oportunidad para buscar una mejor redacción o, al menos, una redacción más moderna, adecuada, real 
y actualizada a fin de evitarnos después tener que modificar artículos a través de otras leyes porque lo que se 
termina haciendo es dispersar el tema. 


Ese fue el sentido de la invitación. 


SEÑOR PARDIÑAS.- A raíz de lo que hemos observado tengo una inquietud acerca de uno de los más 
importantes procesos que se está desarrollando como el de la empresa Aratirí. 


Una de las preocupaciones que eso ha generado es la poca presencia del Estado en el territorio a efectos de 
articular dicho proceso. 


Creo que este es un buen momento para plantear al Ministerio que hay una organización territorial, las mesas 
de desarrollo, y que sería importante tener mayor involucramiento en ese aspecto que hace a la vinculación 
de la política pública en este caso, es una autorización otorgada a un emprendimiento minero con la sociedad 
que allí interactúa, que es fuertemente productora agropecuaria. 


Quien otorgó el permiso por parte del Estado, que fue el Ministerio de Industria, Energía y Minería, 
difícilmente pueda entender en forma directa cuáles son las reivindicaciones que se plantean. Por lo tanto, a 
la luz de las vinculaciones legales con los artículos mencionados por el señor Presidente, reitero que sería 
bueno un mayor involucramiento en el territorio de parte del Ministerio a través de sus organismos 
descentralizados, a efectos de poder interactuar con los productores y la población local para que comprendan 
los procesos que conlleva un desarrollo minero en ese lugar, las consecuencias a favor y en contra, y la 
posibilidad de ir mitigando los impactos que se generan en la sociedad. 


Queríamos hacer este planteamiento para que el Ministerio se lo llevara a fin de interactuar con el Ministerio 
de Industria, Energía y Minería y, fundamentalmente, para que incida en la región a través de sus órganos 
descentralizados. 


En cuanto al planteamiento del señor Presidente de la Comisión, sería bueno que el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca revisara estos artículos, porque están en una estructura de país agropecuario con una 
realidad distinta a la de hoy pues, por ejemplo, se habla de que no haya plantaciones. Actualmente, en 
cualquier sistema ganadero hay plantaciones. Por lo tanto, tenemos que prever que no se generen limitaciones 
al desarrollo de un nuevo sector como la minería, que tiene la posibilidad de brindar un crecimiento 
económico importante para el país y, sobre todo, de generar nuevas oportunidades de trabajo. 


Estas zonas se han despoblado, fundamentalmente, porque ha faltado capacidad de generar puestos de 
trabajo. Gran parte de la población rural trabajaba en la ovino cultura, pero ahora eso ha desaparecido. Las 
últimas cifras de DICOSE indican que volvió a caer el stock bovino. 


Por lo tanto, el hecho de que ahora haya emprendimientos mineros con estas características, generará una 
reactivación social y de oportunidades de trabajo. Estos tres artículos tienen que ver con el territorio y con su 
uso; no hay que olvidar que antes de la explotación minera hubo una explotación agropecuaria. A su vez, los 
Gobiernos Departamentales tendrán mayor incidencia a través de la ley sobre ordenamiento territorial, que 


ahora les otorga la capacidad de definir el uso de los suelos. Creo que es importante que este Ministerio 
analice, estudie e interaccione con el Ministerio de Industria, Energía y Minería que es el que propuso esta 
iniciativa y podamos ver un ajuste que nos ubique en la realidad pero, sobre todo, en la proyección. | Además, 
me consta que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca está trabajando fuertemente en la proyección 
productiva del país. Entonces, en esa perspectiva que tiene el Ministerio ha quedado claro en diferentes 
posiciones del señor Ministro, fundamentalmente, cuando se discutió el Presupuesto, creo que se puede 
pensar en la adecuación necesaria del articulado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comparto lo que dijo el señor Diputado. 


En la misma línea, me gustaría saber si actualmente el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca está 
interactuando con el de Industria, Energía y Minería, si la Dirección Nacional de Minería y Geología cuando 
habilita un título minero en una zona productiva, realiza alguna comunicación o coordinación. Digo esto 
porque puede ser una de las cosas en la que podemos pensar para lograr un abordaje más integral del tema. 


SEÑOR SERVETTI.- No hay ningún ámbito de interacción. En algunos casos nos han citado a las 
audiencias públicas, en general, vinculados con el agua. 


SEÑOR CASTELAR.- Ha habido algún tipo de interacción a raíz del emprendimiento Aratirí. Se 
generó una especie de Comisión interministerial que trabajaba en la elaboración de un memorándum 
de entendimiento con la empresa. A ese nivel el Ministerio participó y planteó como decía el señor 
Ministro la necesidad de tener la información suficiente para evaluar el impacto que, desde el punto de 
vista del Ministerio, puede producir un emprendimiento como este y en qué medida puede un proyecto 
productivo estar desplazando al otro. Pero, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca no 
interactúa en la dinámica de la autorización de permisos. 


Este emprendimiento nos ha llevado a repensar estas cosas. En el marco de su aparición en el país se ha 
generado el ámbito al que hice referencia que tiene la intención de avanzar en la redacción de un 
memorándum de entendimiento. En ese ámbito nosotros lo que más reclamamos fue información de la 
empresa que nos permitiera medir el impacto. Nos dieron datos sobre algunos de los padrones afectados. La 
información sobre los padrones eventualmente afectados durante la explotación es algo que no se puede 
manejar ahora porque la empresa está en la etapa prospectiva. No se ha interactuado más que a ese nivel. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Hemos pasado de una discusión cien por ciento técnica que tuvimos en 
la mañana de hoy a abordar aspectos que son importantes que apuntan a la sensibilidad de los 
productores agropecuarios involucrados, que tienen una historia, una tradición y una cultura que no 
nació ayer, sino que se arrastra hace decenas o centenas de años. En estos lugares en particular, por el 
tipo de suelo, la producción se ha ido trasmitiendo de padres a hijos y, quizá, hasta de los abuelos. Allí 
han compartido experiencias e historias de vida que hacen a la cultura de la gente. 


Sin duda que, desde el momento que ingresó una empresa con estas características de explotación, se produjo 
un impacto. Nosotros hemos recorrido la zona y en lugares donde durante decenas de años no había 
transitado más que un sulky o un carro y donde resultaba casi imposible ingresar con vehículos automotores, 
hoy entran y salen camionetas traccionadas ocho o diez veces por día. Además, hemos visto algunas 
fotografías en los medios de prensa en las que realmente es impactante ver cómo esas camionetas 
traccionadas entre comillas "destruyen el suelo". 


Quienes conocimos el impacto que tuvo la producción de arroz hace algunas decenas de años, ya lo hemos 
asumido porque realmente, en aquel momento, se produjo una situación similar entre la agricultura y la 
ganadería que hoy conviven perfectamente y se complementan. Quizá, dentro de algunos años, veamos que 
también ocurre esto entre el ganadero y el minero o entre el agricultor y el minero. Sin duda, no tenemos 
cultura minera. 


A partir de la primera lectura de los artículos 28 y 29 me da la impresión de que contemplan las situaciones 
que el señor Presidente planteó, más allá de que deben ser estudiados y quizá en estudios más detenidos- 
encontremos alguna cuestión que sea factible de corregir, agregar o suplir. Creo que el ámbito de discusión 
debería ser el gabinete productivo que está integrado, entre otros, por los dos Ministerios que hemos recibido 


hoy. En ese ámbito, institucionalmente se puede establecer un lugar de discusión, participación y 
complementación de estas cosas que hacen al país productivo. 


Por otra parte, me quiero referir a lo que han reclamado los productores desde el comienzo que tiene que ver 
con la falta de información y de involucramiento por parte de los organismos del Estado que a veces no ha 
llegado el momento en el que tienen que intervenir. Me refiero, por ejemplo a la DINAMA. Hasta el 
momento hay estudios de prospección y de exploración, pero, por lo menos de parte de esta empresa, no hay 
un proyecto. Es decir que oficialmente la DINAMA aún no tiene que intervenir porque no tiene sobre qué 
hacerlo. No hay un estudio sobre el cual deba y pueda opinar. Quizá, debería haberlo hecho estudiando las 
generales de las situaciones y llevando información a los productores acerca de cuándo, cómo y de qué 
manera debe intervenir. Sí lo ha hecho la DINAMIGE. 


Como decía el señor Diputado Pardiñas, los ámbitos de descentralización del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca como las Mesas de Desarrollo Rural quizá sean también una buena oportunidad para 
trasmitir la opinión del Ministerio o recoger la opinión de los involucrados en este caso, los productores- en 
esta cuestión. Quiero advertir que en este caso en particular se ha avanzado mucho y también se ha mal 
informado. Por lo tanto, ahora hay que corregir y aclarar situaciones que fueron producto no 
malintencionadamente de información que no era correcta. 


SEÑOR PRESIDENTE. El artículo 65 también tiene que ver con aspectos productivos de titulares de 
predios en las superficies, y está vinculado con las competencias del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


Se me ocurre que el Ministerio podría revisar estas normas para sugerir alguna propuesta aprovechando esta 
instancia de reforma del Código de Minería, para adecuarlo a la nueva realidad, sobre todo, en prospectiva. 


Seguramente, la experiencia de Aratirí y alguna otra, porque vienen otros proyectos mineros para Uruguay en 
estos días nos indique la necesidad de coordinar mejor. Quizá, antes se tratara de temas más aislados y ahora 
hay proyectos más importantes que tienen afectaciones varias. Entonces, tal vez, sería conveniente buscar 
ámbitos de coordinación entre varios Ministerios y establecerlos por ley, sobre todo, en áreas donde se 
superponen las competencias. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- En realidad, la intensificación 
de los procesos productivos en Uruguay, que frente a estos proyectos queda claro que trascienden los 
emprendimientos tradicionales de índole agropecuaria estamos yendo hacia un proceso de una 
economía netamente extractiva, nos impone la necesidad de jugar los roles que compete a cada uno. 


Esta comparecencia tiene que ver con la reforma del Código de Minería. En ese sentido, nos compete opinar 
acerca del Código desde la perspectiva de nuestro conocimiento, que es la producción agropecuaria. 


Me parece medular generar el mecanismo que permita restituir a aquel propietario o usuario que se vea 
afectado por el desplazamiento de su actividad agropecuaria por la incorporación de la minería. Por cierto, 
para tomar decisiones en materia de concesiones y de las autorizaciones que el Estado debe dar, hubo y hay 
como bien dijo el señor Castelar, reuniones para discutir los casos. Por ejemplo, en el de Aratirí se discutió un 
memorándum de entendimiento, en el que participaron distintos Ministerios: el de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, el de Economía y Finanzas, el de Industria, Energía y Minería, el de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Este proceso enriquece el conocimiento interinstitucional de un determinado tema porque, a pesar de que 
podría ser "metié" específico del Ministerio de Industria, Energía y Minería, también implica un abordaje 
medioambiental y debe integrar uno de producción agropecuaria para tomar la decisión de autorizar un 
proyecto. Es decir, la evaluación país merece por lo menos el análisis del costo de oportunidad que tiene 
realizar una actividad, porque implica dejar de lado otras. 


Recién cuando se analiza la información como dijo el doctor Castelar, nos pareció insuficiente en este caso 
que figura en la declaración al 30 de junio de 2009, se advierte que en las 130.000 hectáreas denunciadas por 
la empresa hay 252 productores que tienen 129.816 hectáreas, que la superficie promedio es 515 hectáreas, 
que ocupan 92.000 vacunos y 86.000 ovinos, y se puede decir qué produce esta región y qué podría dejar de 


producir en materia ganadera, porque comenzará un proyecto minero. Parece bastante obvio que si el 
yacimiento de minerales es importante y se aplican los modelos tecnológicos que se plantean, con los 
respectivos niveles de inversión y de movimiento, será revolucionario para la zona; seguramente, habrá un 
antes y un después de este proyecto. Al Ministerio compete evaluar las consecuencias desde el punto de vista 
productivo y de la producción del país. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En virtud de las nuevas propuestas del Ministerio, existiría una competencia 
directa en el desarrollo rural, que es fundamental, y el organismo que actualmente tienen los recursos 
para desarrollar y construir es el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En ese sentido, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene un rol muy importante para cumplir en 
el caso de este tipo de emprendimientos. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- A ese punto quería llegar, 
porque se habla de producción, de crecimiento económico, pero cuando se menciona el desarrollo, se 
refiere a producción, crecimiento económico y, además, a otra serie de aspectos que no se están 
considerando. Puede haber desarrollo rural sin proceso agropecuario, como en el caso de la minería, 
porque qué entendemos por "desarrollo", por "rural". En Uruguay lo "rural" es tradicionalmente 
agropecuario, pero por definición no lo es necesariamente. Puede haber desarrollo económico, social, 
comercial o productivo sin proceso agropecuario, simplemente por la instalación de una industria en 
una zona rural. De la forma en que interactúen esos procesos dependerá el éxito, de qué tipo y calidad 
de empleo, de qué cuidado medioambiental, de cómo puedan darse algunas sinergias, que a priori no 
corresponderían. Sinceramente, me cuesta imaginar sinergias entre la producción agropecuaria y la 
minera, pero recuerdo que cuando comenzó la actividad forestal todos pensábamos en términos de 
competencia ganadería-forestación, y hoy existen ¡innumerables ejemplos donde se dan 
complementariedades. 


Si uno analiza el aumento de la actividad forestal, de la agricultura y la competencia por superficie con la 
ganadería, sería difícil explicar por qué aumentó la producción de carne y de leche. Evidentemente, hubo 
relaciones de complementariedad y, en algunos casos, hasta de sinergia económica en los procesos 
productivos. No sé si estos procesos se podrían dar en el caso de la minería. 


Obviamente, este no es mi tema, pero leyendo el texto surge un instrumento que es la servidumbre por 
administración la fija el Poder Ejecutivo- que establecería una servidumbre de acceso o de ducto a la minería. 
Como el señor Diputado se refirió al arroz y yo sangro por la herida, quiero decir que cuando pensamos en el 
desarrollo de una agricultura moderna con la incorporación del riego, en nuestro Código de Agua 
encontramos algunas limitaciones en términos de servidumbre. Es decir, el trámite podría demorar hasta tres 
meses o cinco años si la Administración otorga una autorización para el uso de suelos y el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a través de la DINASA, también a propósito de un 
proyecto, otorga una autorización de aguas, y para vincular esta agua con ese suelo se necesita pasar por un 
predio que hoy no tiene una servidumbre por vía de la Administración sino legal, dependiendo de la zona del 
país, de la agilidad y del conocimiento de los Jueces en la materia. Sería difícil desarrollar una inversión de 
riego con estas dificultades. 


Sé que no es el tema de hoy, pero el desarrollo también tiene que ver con la forma en que la Administración 
decide que el uso de un recurso a veces trasciende la propiedad privada en la medida en que tiene un fin 
ulterior o superior. 


Tomamos el planteamiento de las Mesas de Desarrollo; esa región en particular es difícil, porque a pesar de 
que tenemos un enfoque de descentralización que no es fácil en un país tan centralizado, hasta ahora la 
descentralización tiene una organización departamental. Por ejemplo, tenemos la Mesa de Desarrollo de 
Treinta y Tres, y otras tantas, y sería muy lindo lugar para practicar la descentralización de la 
descentralización, porque allí deberían funcionar cuatro mesas de desarrollo puesto que hay cuatro 
departamentos involucrados. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- El concepto de desarrollo que manejó el señor Ministro es importante 
y aclaratorio. Quizás sea difícil de entender y de transmitir a los involucrados, pero sin duda es 


profundo y aporta un elemento importantísimo sobre el desarrollo rural. Precisamente, cuando 
hablamos del tema de las mesas y de esa zona en particular lo decía el señor Ministro y el señor 
Diputado Pardiñas, que involucra a tres o cuatro departamentos, se está pensando en la posibilidad de 
la regionalización de los sistemas productivos lo planteábamos en un artículo en particular, que va más 
allá de los límites departamentales arbitrarios y políticos. Los límites geopolíticos no separan sino que 
muchas veces unen. El límite regional y productivo va mucho mas allá del límite político de un 
departamento. Es difícil reconstruir este concepto en una cultura histórica donde cada uno defiende su 
chacrita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos al señor Ministro y a la delegación que lo acompaña la 
concurrencia en el día de hoy. 


Quedamos a la espera de alguna propuesta de modificación a estos artículos que tienen que ver con las 
competencias del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


(Se retiran de Sala el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca y sus asesores) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Licenciados en Geología del Uruguay) 


——- La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene mucho gusto en recibir a una delegación de la 
Asociación de Licenciados en Geología del Uruguay, integrada por su Presidenta, licenciada Alejandra 
Martínez, su Vicepresidente, licenciado Miguel Curbelo, su Secretario, licenciado Luis Bergalli y el vocal, 
licenciado Rafael Ogando. 


Ustedes solicitaron ser recibidos por la Comisión y a su vez la Comisión tenía pensado incluirlos en la lista 
de invitados para considerar la reforma del Código de Minería. Demoramos en fijar la audiencia porque 
preferimos citarlos una vez que estuviera en carpeta la reforma del Código, proyecto que comenzó a 
considerarse en el día de hoy con la visita de las autoridades de los Ministerios de Industria, Energía y 
Minería, y de Ganadería, Agricultura y Pesca. La semana próxima seguiremos con varias delegaciones de 
instituciones y de Ministerios vinculados a la minería. 


La Comisión les envió un repartido con las propuestas del Poder Ejecutivo para la reforma del Código de 
Minería y con un comparativo del Código actual y de la reforma propuesta. Estamos considerando algunos 
artículos que no figuran en ese repartido porque, en definitiva, será esta Comisión la que decida qué se 
modifica, en qué sentido y qué artículos involucra. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Agradecemos que nos hayan recibido y haber tenido en cuenta a la Asociación 
de Licenciados en Geología del Uruguay. 


Nuestra Asociación tiene once años de funcionamiento. La primera meta que se propuso fue la sanción de 
una ley que definiera la profesión del geólogo. Se trata de la Ley N* 17.718, que lamentablemente hace cinco 
años está en trámite de reglamentación, pero ese es otro tema. 


Los aquí presentes, además de ser licenciados en geología, egresados de la Facultad de Ciencias, somos 
egresados del curso de posgrado de derecho minero, que se dicta en la Facultad de Derecho, por lo cual 
entendemos que tenemos formación no solamente en temas geológicos sino también en temas relativos a 
minería por formación en la Facultad y por experiencia laboral, a asuntos ambientales y al derecho minero y 
su aplicación. Como parte de nuestra formación en derecho minero, el licenciado Curbelo y quien habla 
formamos parte del staff permanente del curso de derecho minero de la Facultad de Derecho de forma 
honoraria. Eso implica que todos los años nos actualicemos en el tema. 


Sabemos que todo lo relativo a la geología, a la minería, a los recursos minerales y su explotación y la 
legislación que abarcan no son asuntos conocidos en el país. Lo sabemos por experiencia propia, porque 
trabajamos en estos temas, porque nos movemos por el país, porque hablamos con la población que se 
encuentra en el territorio, etcétera. 


La base del Código de Minería es que la actividad minera es un propósito económico para utilidad pública. El 
artículo 4* define que los yacimientos de sustancias minerales integran en forma inalienable e imprescriptible 


el dominio del Estado. Es decir, son del Estado, de toda la población sin distinción del lugar donde se 
encuentre. No es que se beneficie a algunos, porque se encuentran en el lugar del yacimiento que rinde, 
quedando el resto de la población ajena. No; los abarca igualitariamente. Eso dicho a modo de introducción. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Battistoni) 


Recibimos las modificaciones propuestas en el Presupuesto, las analizamos y tenemos nuestros puntos de 
vista. 


SEÑOR CURBELO.- El primer punto sobre el que queremos opinar refiere al canon de la producción 
minera sobre los valores FOB. Entendemos que esto tiene una cierta dificultad de interpretación 
porque si lo que es propiedad del Estado son los minerales, los productos FOB no son propiedad del 
Estado. No estaría bien poner un canon sobre el valor FOB. De todos modos, aceptamos el criterio de 
que es muy difícil establecer la medida de la producción y el valor de la producción; si ello se relaciona 
con el valor FOB, sería una manera indirecta de medirla. En tal caso, discrepamos en que los 
porcentajes del canon sobre el valor FOB sean tan altos. Si eso lo trasladamos al valor en el yacimiento, 
son porcentajes demasiado altos, inclusive a nivel internacional. Si se adopta el criterio de establecer el 
valor FOB y la producción como medida, los porcentajes de canon deberían ser más bajos para que no 
tuviesen una incidencia muy grande. De esa manera, indirectamente, estaríamos cobrando sobre el 
trabajo de industrialización, de transporte, etcétera, algo que no correspondería con la parte minera. 


Ahora voy a referirme a la intervención de las Intendencias y la participación en el canon minero. En tal 
sentido, pensamos que eso no correspondería porque las Intendencias estarían por fuera del Estado y de las 
propiedades minerales. 


Otro punto que nos interesa destacar es el siguiente. Cuando se habla de los yacimientos de clase, que son los 
energéticos, el Código da preferencia a esos minerales sobre los demás. Si existe un emprendimiento minero 
en un predio y se lo pide para mineral clase l, energéticos, se da preferencia a esa clase. La reforma propone 
tratar de que coexistan las dos cosas; de lo contrario, se da preferencia a la clase l, algo que no nos parece 
mal. Lo que sí nos parece mal es que da la caducidad al otro sin indemnización. Si una persona hizo una 
inversión, puso un establecimiento minero o está estudiando una zona para instalar un establecimiento 
minero, el Estado lo saca, dando preferencia a la clase I, sin indemnización. No estamos en desacuerdo con 
que lo saque porque esos minerales tienen preferencia, pero debería reconocerse a quien invirtió en la zona. 
Se trata de derechos adquiridos por el minero que deberían ser contemplados. 


Antes existía la clase l y estaba dividida en clase 1 A los hidrocarburos y clase I B, que era el resto de los 
energéticos. Ahora se junta todo en una sola clase y nosotros entendemos que el resto de los minerales 
energéticos como el uranio y los radiactivos no deberían quedar fuera de la órbita del Poder Ejecutivo. De 
acuerdo con el Código, esto pasaría a un Ente Autónomo. Pensamos que minerales como el uranio y demás 
radiactivos no podrían salir de la órbita del Poder Ejecutivo. 


Los plazos de permiso de prospección se amplían de dos a tres años, las prórrogas son más largas y las 
liberaciones de áreas son más grandes. Eso responde a la venida al país de grandes emprendimientos mineros 
que, realmente, pueden necesitar esos plazos. Para evitar especulaciones que ya ha habido se debería ser muy 
exigente en los informes que tienen que presentarse. La reforma del Código habla de un informe anual. 
Sucede que si una empresa tiene un área muy grande para trabajar no puede ser que a los tres meses no tenga 
nada que informar. Entonces, nosotros quisiéramos que los informes fueran trimestrales y obligatorios. Si una 
empresa tiene un área grande para trabajar no nos parece prudente esperar un año para saber qué está 
haciendo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Delgado) 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Puede suceder que otros actores los superficiarios en este caso entiendan que 
esos plazos tan largos pueden llevar a tener los campos "hipotecados"” por equis tiempo porque están 
sometidos al régimen minero. Entendemos los problemas que se dan entre el superficiario y el minero, 
pero también se debe comprender que determinados recursos son prioritarios para el desarrollo del 
país. 


SEÑOR BATTISTONI.- Quisiera saber por qué ustedes consideran que se deben hacer informes cada 
tres meses. Pregunto esto porque no sé si en la etapa de prospección se pueden elaborar análisis 
contundentes de la progresión del estudio en tres meses. 


SEÑOR CURBELO.- Si se establece un año, la gente podría retener cierta área sin hacer nada. Si 
nosotros establecemos que se deben presentar informes cada tres meses no tienen por qué ser 
contundentes; se procura conocer la actividad realizada durante cierto período, obligamos a trabajar a 
la gente que le dimos un permiso. 


Por otra parte, existen distintos tipos de servidumbres. En el Código se agrega la relativa al tendido de ductos 
en otros predios, lo que está bien porque atiende un hecho real que esperamos que suceda. Sin embargo, las 
servidumbres de estudio que se establecen para los permisos de prospección no tienen notificación previa del 
superficiario. Esto quiere decir que el superficiario se entera después de que está impuesta la servidumbre, y 
eso ha traído muchos problemas, litigios, etcétera. Entonces, sería conveniente que se notificara al 
superficiario de esa imposición para que él acepte o no, de acuerdo a lo que considere conveniente porque, si 
no, al final estas cuestiones son motivo de litigio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que muchos de los temas que se están planteando ya 
estuvieron en la discusión del día de hoy. Varios señores Diputados le plantearon al Ministerio de 
Industria, Energía y Minería que íbamos a trabajar sobre algunos temas que no figuran en el 
articulado, pero existe voluntad política de avanzar en tal sentido. 


SEÑOR CURBELO.- Suponemos que hay otra gente que ha de coincidir con nosotros: nuestra opinión 
no es exclusiva. 


Por otra parte, la Ley N* 17.718 estableció que para ejercer la profesión de geólogo se requiere título de 
licenciado en geología o equivalente, otorgado por la Universidad de la República, o título revalidado por la 
autoridad competente. De alguna manera, nosotros queremos que eso se jerarquice o se destaque en el 
Código. El licenciado en geología es el profesional competente para trabar en esta área específica. No 
obstante, al día de hoy, en muchos casos no se exige que se trate de un licenciado en geología: a pesar de que 
está la ley, todavía no está reglamentada. Entonces, pensamos que sería de utilidad que se destacara de alguna 
manera en el Código cuál es el profesional competente: esta es una aspiración. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- También entendemos cuál es la responsabilidad de los técnicos uruguayos 
ante el Estado. En realidad, hoy en día las grandes inversiones mineras traen sus técnicos del exterior 
sin tener una validación justificada por el Estado, y son ellos quienes determinan el uso y el 
aprovechamiento de los recursos del Uruguay. Nosotros entendemos que lo mismo que exige la ley de 
evaluación de impacto ambiental, en el sentido de que el técnico profesional sea uruguayo e idóneo en 
la materia, tiene que regir para el caso de la minería. Y de acuerdo al tamaño y a la importancia de la 
explotación minera, se debe exigir la formación técnica que tenga la persona que se va a hacer 
responsable ante el Estado. No vamos a entrar en el tema de lo que significaría después la 
responsabilidad o la inscripción de los registros profesionales, porque entramos en un asunto muy 
complicado, pero en su momento también tendrá que ponerse sobre la mesa. 


SEÑOR CURBELO.- Son temas que entendemos de interés que ustedes los sepan, aunque este no sea 
el momento de resolverlos. 


Existe una figura en la parte de minería, que se llama el "investigador y descubridor minero". Es una persona 
especialista en el tema que estudia un lugar, encuentra que hay un yacimiento, pero no tiene intención de 
explotar la mina. Es como si fuera el promotor de la construcción, quién estudia y prepara algo que después 
vende: no va a vivir allí. No obstante, de acuerdo con nuestra legislación, este "investigador y descubridor 
minero" está obligado a solicitar un permiso y convertirse en minero aunque no lo quiera. Si esta persona 
vende el permiso, es considerada poco menos que un pirata cuando, en realidad, en el mundo existe esta 
figura, pero no está establecida acá. 


En su tesis del curso de derecho de minería, el licenciado Ogando hizo un trabajo sobre ese tema que 
podemos dejarlo en poder de la Comisión, a título ilustrativo. 


Hay otro tema sobre el que queremos que ustedes estén enterados y es el siguiente: DINAMIGE precisa un 
apoyo importante para trabajar. Al día de hoy tiene poco personal, pocos recursos y muchas funciones; 
entonces, su funcionamiento es difícil. Esta es una inquietud que también vemos desde este lado: estamos con 
un tema que a veces nos cuesta resolver que, en realidad, no es culpa de los actores, sino de que no está 
encarado el problema. 


Y otro asunto respecto del cual es importante que tomen conocimiento refiere a lo siguiente. Cuando uno 
hace un emprendimiento minero tiene que efectuar veinticinco mil trámites distintos, en diferentes lugares, y 
sumamente complicados. Pensamos que se debería buscar la manera de resolver esto. Uno tiene que ir a 
DINAMIGE y pedir un permiso de minería; tiene que ir a la DINAMA y solicitar autorización ambiental; 
tiene que ir a Catastro para que se establezca la servidumbre; muy posiblemente tenga que ir a la Comisión 
del Patrimonio, si alguien dijo que ese terreno podía haber cosas de valor. Estas complicaciones entorpecen 
muchas inversiones mineras, tal vez no las grandes inversiones, porque tienen resuelto esto, pero el minero 
mediano, que no cuenta con todos esos recursos, tiene dificultades para hacerse de un yacimiento. 


Antes de terminar, quisiera decirles que la Asociación de Licenciados en Geología queda a las órdenes de 
ustedes en forma permanente y no solo en esta única instancia. En ese sentido, les hemos hecho llegar una 
carta en la que nos poníamos a disposición de la Comisión para ayudar en todo lo que fuera de nuestra 
incumbencia, cuando ello se nos requiriera. Usen esta herramienta, porque todo lo que sabemos es para 
compartirlo. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Otro tema importante es que en alguna parte de la reforma propuesta se dice 
que se debe cumplir con el Código de Minería y con las leyes ambientales, o algo así, cuando en 
realidad, entendemos que se debe cumplir con el Código de Minería y con todas las leyes que están 
vigentes en el país, porque si no quedan por fuera las leyes de seguridad del trabajo, de la salud de los 
trabajadores, del medio ambiente y un montón de implicancias que a medida que la minería empieza a 
ser más profesional, más técnica, implica un montón de cosas quedan como descolgadas. Y llegado el 
momento, los actores que intervenimos en las autorizaciones ambientales en mi caso en particular, yo 
trabajo en medio ambiente, hago evaluación de impacto ambiental nos encontramos con que hay un 
montón de normativas que cuando uno quiera aplicar, no podrá hacerlo, porque en ningún lado dice 
que se debe cumplir con ellas. 


SEÑOR BATTISTONI.- Me interesaría profundizar en algo que al menos yo veo por primera vez. 
Ustedes dijeron que entendían que era dificultosa la interpretación del canon sobre el valor FOB y que, 
además, interpretado tal cual, ese canon sería muy alto, siendo que hasta ahora habíamos pensado que 
eran valores promedio. 


SEÑOR OGANDO.- No sé si ustedes sabían que hay una Cámara minera que se creó hace poco; está 
integrada por los buscadores de oro del norte, la empresa Aratirí de extracción de hierro... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente: vienen el martes, a la hora 11, a esta Comisión. 


SEÑOR OGANDO.- Seguramente, allí les podrán hablar con mucha más propiedad que nosotros 
sobre comparativos de números, pero adelanto lo siguiente. Comparando Perú, Bolivia, Brasil, 
Argentina en temas similares comparando hierro, oro o algún otro metal, somos entre tres y cuatro 
veces más caros, si consideramos el 6%. Y lo que decía el licenciado Curbelo hoy es que la forma 
tradicional de hacer la medición sobre lo cual cobrar el canon, era decir: "Una vez que el material ya 
fue extraído del yacimiento, una vez que se dinamitó, ya pasa a ser material del minero". Es ahí 
cuando viene el Estado y pide que se le pague un porcentaje de eso y en ese sentido se hacía el cálculo. 
Eso es engorroso, lo entendemos; nos parece mucho más inteligente el cobrarlo en el momento a precio 
de la salida, que es el FOB. Pero ahí debemos tener claro que hay otra cuestión involucrada, que es el 
proceso desde que se quebró, cuando ya empieza a ser propiedad del minero, hasta que se elaboró, se 
separó magnéticamente, se lavó, se transportó y ahí es cuando recién se tiene el precio FOB. 


Estamos de acuerdo en que se cobre el canon, calculándolo con el precio FOB porque es una manera fácil de 
hacerlo, pero el precio tiene que estar relacionado y llevarlo a lo que se cobraría en el caso inicial, 
inmediatamente después de la voladura. Si hacemos eso, los números no son los mismos; hay diferencias 
enormes. Si yo fuera un minero internacional, con esas diferencias enormes me establecería en otro país en 
igualdad de yacimientos. Esto es algo que no va a fomentar para nada la minería, que es lo que queremos. 


Quiero hacer una aclaración. Alguien preguntó: "¿Por qué tres meses? ¿Por qué la prórroga? ¿Por qué el 
aumento de superficies?" A cualquier elemento que valga la pena y que ahora está enterrado, no lo 
conocemos. Dentro de veinte o cincuenta años va a aparecer y vamos a decir: "Qué riqueza que tenemos 
acá". Vamos a partir de la base que está ahora; nadie lo va a poner. ¿Cuál es la diferencia? Que se descubra. 
Para ello, debemos investigar y para hacerlo está todo este proceso que va a regir el Código. 


Entonces, tenemos un territorio determinado que suponemos tiene algo, se lo damos a alguien en concesión 
para que lo investigue, pasa por las etapas de prospección, exploración y tal vez explotación si encuentra 
algo. Y si no tuvo éxito, ¿qué quiere decir, que no hay? No, quiere decir que no tuvo éxito en encontrarlo. 
Ahora se dio el éxito con el hierro. Tres o cuatro empresas buscaron en el mismo lugar y, sin embargo, por 
tecnología, por falta de perspicacia o por algo no llegaron a la conclusión de que había una muy importante 
reserva; ahora, parece que la hay. 


Antes de esta modificación, la rotatividad de la tierra en el estudio tenía una proporción directa con la 
probabilidad de éxito. El plazo máximo, con prórroga incluida, podía llegar a tres años. Ahora, va a llegar a 
seis años. Esto quiere decir que estamos bajando a la mitad la rotatividad de la tierra en el estudio. Por lo 
tanto, si el buscador no hizo ningún descubrimiento en seis años, el emprendimiento estuvo parado seis años, 
pero de la otra forma había dos buscadores en el mismo período. La probabilidad de encontrar algo y que la 
sociedad toda se enriqueciera con el producto era otra. 


Entendemos que a las empresas importantes que mueven mucho dinero su estrategia de exploración no les da 
para abarcar cincuenta frentes. Intuyen que puede haber algo, están muy interesadas en perforar en 
determinado lugar, ponen la pata arriba y dicen: "Denme más tiempo porque soy tan importante que a ustedes 
les puede llegar a convenir". Es una forma de negociar, ¿pero a nosotros nos conviene que nos pongan la pata 
arriba? No podemos decirles: "Levantá la pata y dejá que venga otro, porque quizás no te dé tu capacidad 
técnica, de dinero, de equipos, de lo que sea, para explorar esta área". Por otra parte, si el buscador me 
demuestra que precisa más tiempo y que realmente va a venir, que me lo demuestre cada tres meses. "¿Qué 
hiciste? ¿Esperaste un año a ver qué pasaba, a ver si cambiaron los valores internacionales para saber si ahora 
realmente te interesa venir?" Total, le estamos dando tres años más. La especulación cabe. No quiere decir 
que lo estén haciendo, pero cabe y antes cabía menos. 


¿Estamos haciendo esta reforma para mejorar la capacidad de especulación de los otros, para mejorar la 
probabilidad de éxito, para que Uruguay sea un país minero de una buena vez? Debemos tener claro este 
concepto. 


SEÑOR BERGALLI.- Quiero reforzar lo que se dijo recién, con ejemplos concretos. 


Trabajé en Minera Aratirí. Fui gerente hasta febrero del año pasado. Hoy, tiene setecientos millones de 
toneladas de reservas probadas. El piso para sacar el proyecto adelante eran quinientos millones de toneladas. 
En la década del setenta, Naciones Unidas había trabajado exactamente en los mismos lugares y solo había 
cuantificado sesenta millones de toneladas. La geología es muy subjetiva y que una empresa diga que el 
recurso no es suficiente o no es de calidad no significa que pueda venir otra gente y decir lo contrario, como 
está pasando hoy. 


Lo mismo sucede en Rivera con el oro. La mina que hasta hace muy poco tiempo estuvo en producción y que 
hoy se está planificando llevar a subterráneo, hace cinco o seis años atrás pertenecía a otra compañía que le 
pasó por arriba al yacimiento, no lo descubrió y dejó liberada el área. Entonces, la tomó la empresa actual y 
desarrolló el proyecto minero. O sea que la rotatividad es una cuestión importante para concluir en un 
descubrimiento. 


Está bien que los plazos de tenencia de permisos se otorguen por más tiempo, pero que la empresa que 
acceda a eso sienta la obligación de trabajar realmente y de presentar la información como corresponde. 


SEÑOR VARELA NESTIER.- Agradezco la información que nos brindó la delegación. 


Recién hoy comenzamos a analizar este tema. Quiero aclarar que esta será una discusión muy dinámica, en la 
que se retroalimentarán las partes y nosotros mismos con las distintas visiones que aportarán los diferentes 
actores que participan de este proceso de discusión. Nosotros deberemos actuar como articuladores de las 
diferentes opiniones, a efectos de que todas las partes se vayan enriqueciendo y vayan complementando este 
proyecto. 


Algunas de las ideas que ustedes plantearon fueron el centro de las conversaciones que mantuvimos hoy con 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería. Es más: algunas ya fueron asumidas por el señor Ministro 
como propuestas para ir incorporando al proyecto. El señor Ministro enfatizó mucho en la necesidad de que 
el acceso a la información sea muy transparente, por lo que seguramente va a ser incorporado con la 
periodicidad necesaria para evitar otro de los aspectos que el Ministerio intenta perseguir con este proyecto: 
la especulación. En mi opinión, la especulación ya existía en forma más que notoria con el actual Código. 


Hay muchos centros de interés que compartimos. Sería muy interesante que vuestra Asociación estuviera 
permanentemente atenta. Nosotros les procuraremos los medios para que ustedes lo puedan hacer, a efectos 
de seguir el debate e ir incorporando aquellas ideas que consideren que no están contempladas o para 
complementar aquellas que puedan estar yendo en la dirección que señalan. En algunos casos estaremos de 
acuerdo y, en otros, discreparemos; es natural. 


Reitero que muchas de sus preocupaciones estuvieron planteadas hoy acá; en algunos casos, intuitivamente. 
Recién comenzamos a analizar este tema que es particularmente complejo. Comparto con la licenciada que 
los temas relacionados con la geología, con la explotación minera, en nuestro país son, en general, 
desconocidos porque no hay una cultura desarrollada en ese sentido. Creo que es importante que nos 
pongamos a tiro con esto, porque es un desafió que tenemos encima de la mesa y ojalá, por el Uruguay, se 
desarrolle en toda su profundidad. 


Con relación a DINAMIGE, el tema también estuvo presente en la reunión de hoy. Se nos señalaron aspectos 
presupuestales que ya fueron contemplados y algunas medidas administrativas que el Ministerio está 
tomando para contar con los recursos humanos y materiales imprescindibles a efectos de llevar a cabo las 
tareas de inspección. Hoy la Comisión señaló al Ministerio que esto nos preocupa particularmente, no solo en 
cuanto a todas las etapas que comprenden el proceso minero sino, fundamentalmente, a su final. | Esta es una 
tarea extractiva pero con muchos aspectos especulativos y no queremos correr el riesgo de que algunas 
empresas desaparezcan de un día para otro, dejándole solo un agujero al país. Entonces, nos preocupan 
muchísimo los aspectos de control, seguimiento y transparencia de la información, a los efectos de lograr que 
esto sea lo más productivo posible para el país, sabiendo que también conlleva aspectos negativos que 
debemos intentar controlar. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Quisiera saber si no les parece razonable dar mayores plazos en las 
primeras etapas, es decir en las de prospección y exploración, ya que por lo que hemos entendido si 
bien en ellas hay una menor inversión comparándolas con la de explotación que hay mayores riesgos 
porque allí es donde se estudia la posibilidad de encontrar o no yacimientos que posteriormente sean 
rentables. 


Por otra parte, en cuanto a los plazos de presentación de informes de avance el proyecto establece un año y 
ustedes proponían la factibilidad de que fueran cada tres meses. Me gustaría saber si no consideran que eso 
estaría contemplado cuando el proyecto expresa que: "El permisario está obligado 1.- A presentar informes de 
avance de proyectos anuales o cuando la Dirección Nacional de Minería y Geología así lo requiera". Es decir 
que allí cabe la posibilidad de que esos informes puedan ser pedidos en plazos menores al año. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Voy a mencionar un pequeño detalle. Mis compañeros se refirieron a la gran 
minería y a los grandes proyectos, pero no se puede desconocer la realidad actual de los pequeños 
proyectos de minería ni lo que se mencionaba en cuanto a los agujeros mineros. 


Por ejemplo, cuando se iba a construir esta sede se llamó a una licitación para mármoles similares a los del 
Palacio Legislativo y aparecieron muchos buscadores de mármoles, agujerearon muchas partes del país y se 


destruyeron muchos yacimientos, y eso pasó porque la legislación minera lo permitió y porque no había una 
fiscalización por parte de quien correspondía para decir: "Esto sí y esto no". Hoy en día lo que pasó hace 
veinte años con los mármoles y granitos está pasando con las ágatas y amatistas. Actualmente se están dando 
concesiones para explotar ágatas y amatistas sin determinación del yacimiento que se va a explotar. ¿Por qué 
se da eso? Porque en este momento el mercado chino está comprando hasta lascas. Entonces, cualquiera que 
tenga una retro sale a sacar tierra y saca tres geodas y se va. 


Por lo tanto, cuando hablamos de minería en el país y de una reforma, no solamente se debe atender la 
situación de la gran minería, sino la del país, la de los proyectos chicos y la de los que vendrán. Y hay 
muchos temas que se pueden tratar dentro de una ley general como un Código, pero hay otros que tendrán 
que ser reglamentados de acuerdo con los movimientos, con lo que es versátil y va cambiando en el tiempo. 
A veces es más importante que determinados ítemes o reglamentaciones estén dentro de los decretos, que 
podemos modificar, a que queden atados a una ley. 


Con respecto al tema de los plazos y de los informes, entendemos que estos van de acuerdo con el tamaño del 
proyecto y a la inversión. Entendemos que no podemos dejar resorte al Ejecutivo, en este caso a la 
DINAMIGE, para que determine cuándo se debe o no entregar un informe. ¿Por qué? Porque quien dirige 
eso es una persona de turno, un ser humano que puede estar acertado o equivocado. Si queda establecido que 
cada equis cantidad de tiempo debemos entregar un informe, eso es ley para todos y no generamos aquello de 
"¿Por qué a mí sí y al otro no?", y no hacemos diferencias entre uno y otro. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Hoy se dijo que no se veía pertinente la distribución del canon para las 
Intendencias Municipales, como dice el proyecto, aunque en realidad se trata del Gobierno 
Departamental. Me gustaría que profundizaran ese aspecto para poder comprender realmente el 
porqué, basándonos en que también los Gobiernos Departamentales, en cierta manera, pueden 
representar al Estado más en lo local, en lo pequeño, en el territorio, lo que está muy vinculado al lugar 
donde puede desarrollarse un proceso de este tipo. 


SEÑOR TOLEDO ANTÚNEZ.- Está en el tapete un proyecto en particular que nos hace pensar dónde 
está ubicado. Como ustedes saben, en Aratirí se juntan, por lo menos, tres departamentos, o cuatro. 
Pongamos el ejemplo de que la mayor parte de la explotación estuviera en el departamento de 
Durazno, pero quizás la mayor parte de la circulación o de la infraestructura usada sea del 
departamento de Treinta y Tres, por nombrar el mío. Entonces, el departamento de Treinta y Tres se ve 
afectado porque tiene que reparar caminos, puentes, etcétera pero, sin embargo, el porcentaje que se 
establece en este proyecto de reforma del Código iría hacia el departamento que tal vez no sea el que 
más sufre las consecuencias de la explotación, si podemos llamarlo así, porque hay otros aspectos muy 
importantes que se valorizan allí. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- Voy a poner un ejemplo concreto que es el más aplicable. Ustedes saben que la 
Minera San Gregorio está instalada en Rivera y explota simultáneamente varios yacimientos ubicados 
a diferentes distancias de su planta de tratamiento, que está cerca de Minas de Corrales; el más 
cercano está a tres o cuatro kilómetros y el más lejano a veinticinco kilómetros. Minera San Gregorio 
se ocupa del mantenimiento de los caminos. ¿Qué implica esto? Ellos ponen la maquinaria que usan en 
minería ya la tienen, consiguen el material necesario, se ocupan de la señalización, de disminuir la 
generación de polvo mediante riego de los caminos, y de determinados problemas que puedan afectar a 
los vecinos por la circulación de camiones con roca; estamos hablando de camiones que pueden llegar a 
transportar hasta 35 toneladas de roca 


En el resto del país, hoy por hoy la autorización ambiental que da el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente establece que eso se debe cumplir porque es una orden; se cumple o se saca la 
habilitación ambiental, por decirlo en pocas palabras. Es decir que ya se está pidiendo que sean 
solidariamente responsables del mantenimiento del camino y demás, que cumplan con las normativas 
nacionales como las que están dentro de los planes de trabajo de la COTAMA, y con normativas 
internacionales, como por ejemplo las de la Organización Mundial de la Salud por el tema de la emisión de 
polvo. Entonces, si nosotros le decimos al minero que el canon que él va a pagar equis cantidad va a ir a las 
Intendencias para que le mejoren el camino, ¿el minero qué va a hacer? No va a controlar la velocidad de los 
camiones, no se va a preocupar de cuánto carga, de si hay sobrecarga de camiones ni de si los caminos están 


señalizados. Y no estamos hablando de señalización que diga "Curva" o "Puente"; estamos hablando de 
señalización que diga "Peligro: circulan camiones", "Peligro, mina próxima", "Peligro: equis". Estamos 
hablando de seguridad y de salud. Entonces, yo le digo al Intendente que se tiene que hacer cargo porque le 
estoy pagando un porcentaje de lo que estoy produciendo, que me tenga el camino en condiciones y yo lo uso 
como quiero, de la misma forma que como conductor de Montevideo le exijo a mi Intendente que me ponga 
las calles al día porque le pago la contribución o los impuestos, y yo las uso sin responsabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No queremos entrar en polémica porque lo que hacemos acá es recepcionar 
opiniones y tomar nota, pero quiero hacer una precisión. La empresa no paga canon a la Intendencia, 
paga al Estado y el Estado después distribuye. Es conceptualmente diferente. No se paga a la 
Intendencia, allí pagarán otro tipo de tasas. Se paga un canon que va para el Estado y el Estado lo 
distribuye de la forma en que está establecido en el proyecto. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero ampliar la pregunta. Mi preocupación es por el concepto. El Gobierno 
Departamental es la institución que representa al Estado propio, local. Yo no hablo de que sea 
distribuido para caminos, sino para que localmente el Gobierno tenga las potestades de una riqueza 
que está en su propio territorio, porque el Gobierno Departamental es del territorio también. En ese 
sentido es que a mí me preocupó la apreciación del licenciado cuando dijo que veían con preocupación 
que una parte se distribuyera para lo departamental. El Gobierno Departamental va a hacer lo que 
decida, pero a mí me interesa que esa riqueza, que es del territorio local, tenga la posibilidad de ser 
redistribuida directamente a ese territorio a través de lo que establece la ley. No va a ser pago una 
parte acá y otra allá, va a ser el Estado el que va a distribuirlo. Y va a estar obligado porque es lo que 
va a decir la ley. En esa profundidad del concepto es que me preocupó un poco lo que planteó el 
licenciado. 


SEÑOR CURBELO.- No quisiéramos que ese aporte le diera injerencia a las Intendencias sobre la 
explotación minera. La explotación minera de por sí ya tiene bastantes padres que la dirigen, entonces 
uno más complicaría el tema. 


Por otra parte, entendemos que una explotación minera en un lugar ya lo beneficia dejando de lado las quejas, 
en cuanto a mano de obra, uso de servicios, etcétera, ya es un beneficio. No es que estemos en contra, pero no 
le vemos la razón de ser. 


SEÑOR OGANDO.- Nuestro Código tiene una base regalista, es decir, lo que está abajo del pasto es del 
Estado, y es a su vez de todos los ciudadanos del Estado. Yo entiendo todos los argumentos que acaban 
de expresar, pero el asunto es que ese argumento lo que está diciendo es que el ciudadano que está del 
otro lado de la raya departamental no es tan ciudadano como este y no debe beneficiarse tanto porque 
está del otro lado. No es que nosotros no queramos que le vaya beneficio a alguien, no estamos 
repartiendo ni somos los dueños de la torta. Simplemente nos parece que esto afea el Código de 
Minería, que no corresponde que figure ahí. Esto es una política de Estado, que el Estado después haga 
lo que quiera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión agradecemos la presencia de la delegación. Todas 
las entrevistas que estamos teniendo nos dan una visión diferente que nos permiten hacer una 
composición de lugar más integral. Por supuesto, vamos a estar enviándoles la versión taquigráfica de 
la presencia de las distintas delegaciones en la Comisión, y estamos receptivos a seguir recibiendo e 
incorporando las distintas propuestas que se viertan a lo largo de estos próximos días; para nosotros 
los aportes van a ser todos válidos. Seguramente después de escuchar a todos vamos a tener la 
discusión interna sobre la elaboración de los artículos correspondientes, de estos y de algunos otros, 
como ya adelantó el señor Diputado Varela Nestier. Allí es donde van a ser necesarios los aportes. Así 
que desde ya les pedimos que estén en contacto con la Comisión a través de la Secretaría, porque para 
nosotros es muy importante. 


SEÑORA MARTÍNEZ.- La Asociación de Licenciados de Geología agradece al señor Presidente y 
demás miembros de la Comisión el habernos recibido, el tenernos en cuenta en esta instancia y a 


futuro. Les vamos a dejar un manual que fue hecho en el ámbito de la Facultad de Derecho porque 
pensamos que les puede ser de utilidad. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


T ínaa dal ma da nárina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


